
RUEDA DE PRENSA 22 de SEPTIEMBRE DE 2026. 

Buenos días y muchas gracias a todos los medios 
de comunicación por acompañarnos. 

Comparecemos hoy aquí, a las puertas de los 
Juzgados de Antequera, porque desde el Ilustre Colegio de 
Abogados de Antequera entendemos que ha llegado el 
momento de decir públicamente basta. 

Y queremos empezar dejando una cuestión muy clara. 

Esto no es una protesta contra los 
funcionarios. No es una protesta contra 
los Letrados de la Administración de 
Justicia. No es una protesta contra los 
jueces y magistrados. 

Precisamente todo lo contrario. 

Somos plenamente conscientes del esfuerzo extraordinario 
que están realizando diariamente los profesionales que 
trabajan en estos juzgados para intentar sacar adelante un 
volumen de trabajo absolutamente desproporcionado 
respecto de los medios de los que disponen. 

Los funcionarios hacen todo lo que pueden y más. Los 
Letrados de la Administración de Justicia hacen todo lo que 
pueden y más. Los jueces y magistrados hacen todo lo que 
pueden y más. Y abogados y procuradores llevamos años 
intentando trabajar en unas condiciones cada vez más 
difíciles. 

El problema no son las personas que 
trabajan en la Administración de Justicia. El 
problema es que faltan personas. Faltan 
medios. Y faltan soluciones. 



Y los datos hablan por sí solos. 

En lo que llevamos de año se han producido 11 
bajas de funcionarios, por diferentes 
circunstancias, entre ellas bajas médicas y 
jubilaciones. 

De esas 11 bajas, únicamente se han cubierto 
dos, y además recientemente. 

Durante meses hemos llegado a tener un solo 
funcionario del Cuerpo de Auxilio Judicial 
para atender los tres juzgados de Antequera. 

Repito: un funcionario para tres juzgados. 

El Servicio Común de Actos de Comunicación ha llegado a 
funcionar con dos funcionarios de una plantilla teórica de 
seis. 

Y esta situación no se produce en órganos con una carga de 
trabajo reducida. 

Un informe de inspección de junio de 2025 reflejaba ya, 
respecto de la entonces plaza judicial número 3, una 
sobrecarga del 221,91 % en materia civil y del 182,30 % 
en materia penal. 

Es decir, estamos hablando de órganos 
judiciales que ya soportaban cargas 
próximas o superiores al doble de lo que 
deberían asumir y que, además, tienen que 
funcionar con una plantilla insuficiente y 
sometida a continuas ausencias. 



Y debemos recordar algo especialmente 
importante: esa plaza judicial tiene 
atribuidas competencias en materia de 
Violencia sobre la Mujer. 

Estamos hablando, por tanto, de procedimientos 
especialmente sensibles. Estamos hablando de víctimas. 
Estamos hablando de menores. Estamos hablando de 
decisiones judiciales que afectan directamente a la vida de 
las personas. 

Aquí un retraso no es simplemente un 
número en una estadística. 

Un retraso es una familia esperando una 
decisión sobre sus hijos. 

Es una víctima esperando una resolución. 

Es un ciudadano esperando durante meses 
que se provea un escrito, para levantar un 
embargo sobre su sueldo 

Es una empresa esperando cobrar una 
deuda. 

  Es persona que tiene un procedimiento 
judicial abierto y que sencillamente no obtiene 
respuesta. 

Y mientras ocurre todo esto, se ha creado una cuarta plaza 
judicial en Antequera, con designación de juez, pero sin 
que se haya acompañado de la correspondiente dotación 
suficiente de personal y medios materiales para que pueda 
desarrollar plenamente su función. 



Crear órganos judiciales sobre el papel no 
soluciona el problema si después no se 
ponen los medios necesarios para que 
funcionen. 

Y Antequera no es el único problema. 

La situación de Archidona tampoco resulta 
admisible. 

Nos encontramos igualmente con bajas sin cubrir, con un 
déficit de personal que supera las cinco personas y con unas 
instalaciones que necesitan una actualización profunda. 

Por tanto, no estamos denunciando una incidencia puntual. 

No estamos hablando de una baja concreta. 

No estamos hablando de un problema de unas semanas. 

Estamos denunciando un problema 
estructural de los partidos judiciales de 
Antequera y Archidona. 

Y lo más preocupante es que esta situación no es nueva. 

Desde el Colegio de Abogados de Antequera hemos remitido 
escritos. Hemos mantenido reuniones. Hemos trasladado 
personalmente esta situación a los responsables de la 
Administración. 

Y llevamos años reclamando soluciones. 

Incluso recientemente hemos mantenido una reunión con el 
nuevo Consejero de Justicia de la Junta de Andalucía. 

Sin embargo, a día de hoy, seguimos sin una respuesta 
concreta, suficiente y estable que resuelva el problema. 

Y esto es precisamente lo que ya no podemos aceptar. 



No queremos más soluciones provisionales. 

No queremos que la respuesta sea pedir otro esfuerzo 
extraordinario a quienes ya están haciendo un esfuerzo 
extraordinario. 

Porque hay un límite. 

No puede solucionarse por parte de la 
Consejería de Justicia  una carencia 
estructural de personal mediante el 
esfuerzo individual de los trabajadores; 
ni pidiendo paciencia a los abogados y 
procuradores, porque quien sufre el 
retraso es el ciudadano a quien las 
disculpas y la paciencia se le agota y con 
razón.  

Por muchas horas adicionales que se realicen, por muchas 
funciones que se acumulen y por mucha voluntad que exista, 
una plantilla insuficiente sigue siendo una plantilla 
insuficiente. 

Y existe además otra cuestión que queremos plantear 
públicamente. 

Los partidos judiciales de Antequera y 
Archidona prestan servicio a un territorio y a 
una población muy importantes dentro de la 
provincia de Málaga, mas de 105.000 
personas 

Sin embargo, seguimos reclamando servicios 
esenciales para una Administración de Justicia 



moderna: una presencia efectiva y 
permanente del Ministerio Fiscal, un equipo 
psicosocial propio, un Punto de Encuentro 
Familiar y una adecuada cobertura médico-
forense. Que un informe del propio CGPJ del 
año 2004, hace mas de 22 años señalaba 
como prioritarios. 

Y por eso hoy hacemos una pregunta muy sencilla: 

¿Por qué un ciudadano del interior de la 
provincia de Málaga debe recibir un servicio 
público de Justicia inferior al que recibe un 
ciudadano de otros grandes partidos 
judiciales de la provincia? 

Desde este Colegio rechazamos una 
Administración de Justicia a dos 
velocidades. 

No puede haber una Justicia para la 
costa y otra Justicia para el interior de la 
provincia de Málaga. 

Los derechos de un ciudadano de Antequera, de Archidona 
o de cualquiera de los municipios de nuestros partidos 
judiciales son exactamente los mismos que los de un 
ciudadano de Fuengirola, Torremolinos, Vélez-Málaga o 
Málaga capital. 

Y, por tanto, los medios que se destinan a garantizar esos 
derechos deben responder a la carga real de trabajo y a las 
necesidades reales de la población. 



Por todo ello, desde el Ilustre Colegio de Abogados de 
Antequera exigimos medidas concretas. 

1. Exigimos la cobertura inmediata de las 
plazas vacantes y de las bajas existentes. 

2. Exigimos que la nueva plaza judicial creada 
en Antequera disponga de personal y 
medios materiales suficientes para 
funcionar realmente. 

3. Exigimos un refuerzo estable de las 
plantillas, dimensionándolas conforme a la 
carga real de trabajo que soportan los 
órganos judiciales, y no conforme a 
estructuras que llevan décadas sin 
adaptarse a la realidad. 

4. Exigimos soluciones para las graves 
carencias de personal existentes en 
Archidona y unas instalaciones judiciales 
dignas y adecuadas. 

5. Exigimos una presencia efectiva y 
permanente del Ministerio Fiscal en 
Antequera, así como la dotación de equipo 
psicosocial, Punto de Encuentro Familiar 
y adecuada asistencia médico-forense. 

6. Y, sobre todo, exigimos a la Consejería 
competente de la Junta de Andalucía un 
plan concreto, con medidas, plazos y 
dotación presupuestaria. 



No queremos otra reunión para explicar nuevamente el 
problema. 

El problema ya lo conocen. 

No queremos que se nos diga nuevamente que la 
competencia corresponde a otro o que determinadas 
decisiones dependen de otra Administración. 

Cada Administración tendrá que asumir las competencias 
que legalmente le correspondan. 

Lo que no pueden hacer es trasladar las consecuencias de 
esa falta de coordinación a los ciudadanos. 

Porque quienes terminan pagando esta 
situación no somos únicamente los 
abogados y procuradores. 

La pagan los ciudadanos. 

La paga quien espera una sentencia. 

La paga quien espera que se tramite su 
demanda. 

La paga quien necesita una medida urgente 
respecto de sus hijos. 

La paga quien necesita protección. 

Y la paga también el profesional que tiene que explicar 
diariamente a su cliente por qué un escrito presentado hace 
meses todavía no ha sido proveído. 

Desde el Colegio de Abogados de Antequera y el Colegio de 
Procuradores de Antequera  hemos intentado durante años 
trasladar estas necesidades por las vías institucionales. 

Seguiremos haciéndolo. 



Pero también tenemos la obligación de defender 
públicamente una Administración de Justicia digna para 
nuestros ciudadanos. 

Por eso hoy estamos aquí. 

No pedimos privilegios para Antequera ni para Archidona. 

Pedimos medios suficientes para prestar un servicio 
público esencial. 

Pedimos que las plantillas respondan a la carga real de 
trabajo. 

Pedimos que las bajas se cubran. 

Pedimos que los órganos judiciales que se crean puedan 
funcionar. 

Y pedimos que vivir en el interior de la provincia de Málaga 
no signifique recibir una Justicia de segunda. 

Porque cuando la Justicia se retrasa de 
manera estructural, el problema deja de ser 
exclusivamente organizativo. 

Se convierte en un problema para la tutela 
judicial efectiva de los ciudadanos. 

Y ese es el límite que como Colegio 
profesional no estamos dispuestos a 
normalizar. 

Muchas gracias. 

 


